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Ne L6/ /I Ro-sari,oj,l.z?f de julio de 2011.

' V}ata, én. Acuerdo de la Sala “Aa”, ;.el
expediente n°® 3158-P de. entradé caratulado: “CableVJ_SJ_én SA*S/
Ley 22.262 - Inc1dente*}d@‘ ‘prescripcién (Expte 13339&
(originario de esta Cém&;a F&ﬂ@ral de Apelaciones). o

El Dr. Fernando Lozonzo Barbara dijo

Vienen los autos a conocimiento  del
tribunal en virtud del recurso de apelac1én deducido por el
apoderado de Cablevisién sa, contra la Resolucidén nro. 96/2009
de fecha 14/08/2009 (fs. 22/33), por la cual, en lo que ha sido
materia de recurso, la Comisién Nacional de Defensa de 1la
Competencia dispuso rechazar por xmpxoeedente el planteo de
prescripcién promovido por dicha empresa en el marco del Expte.
administrativo 501:0428597/2008 caratulado- ™“Incidente de
prescripcién promovido por Cablevisién SA en autos “Multicanal
SA y Otro s/ Denuncia Infraccién Ley 22.262 (qﬂﬁﬂ}?.(ggzh_fg,
lZ/ZQ_y vta.).

Al interponer el recurso sostiene la
ha efectuado una errodnea interpretacién que causa un gravamen
irreparable en tanto si bien la huevg normativa de la Ley
25.156 ha dispuesto que no obstante la derogacidén de la primera
las causas en vigencia continuaréﬁ su tramite de acuerdo a sus
disposiciones, ello no obsta a que, dado que la -Bey 22.262
tiene naturaleza penal, le sean aplicables los principios en la
materia. Destacd que 1la resolucidn que impugna soslayd gque
teniendo en cuenta la naturaleza penél de las conductas
previstas por el marco normative en materia de defensa de la
competengia. (en cualgquiera de 1las dos normativas) resulta
aplicable al caso la ley méas benigna. En este sentido dice que
resulta ser ley més benigna la actual 25.156, pér? Eﬁaﬁfb
elimindé del ordenamiento aplieabie-eﬁ~materia de defensa ﬁg'iéﬂ
competencia el caracter delictivo de las conductas contempladas
en su articulo 41 de forma tal que hoy sé6lo cbnstituyen
infracciones administrativas. No obstante esta tesitura, en el
punto segundo de sus agravios sefiala que aln tomando las

disposiciones de la derogada ley 22.262, la accién investigada

en autos se encuentra prescripta. Destacd que ello es asi por
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que la derogada ley 22 262 4 preveia un doble marco
;ééﬂﬁionatorio, uno para 1nf3acc1ond& Y'btrd para delitos Que

para el caso de los delitos (art. a1l de la citada ley) se

establece un plazo prescriptivo de seis afios, pero para las

~ infracciones -tal como es el caso de estas actuaciones- se debe

aplicar supletoriamente la normativa penal de fondo, aludiendo
puntualmente al articulo 62, inc. 5° del C.P. que manda que en
el caso de infracciones sancionadas con pena de multa éstas
prescribiran a los dos afios. Aboga en este sentido apoyando sus
alegaciones en un fallo de la C.S5.J.N. recaido en autos:
“Yacimientos Petroliferos Fiscales SA s/ Ley 22.262 C.N.D.C.”
~del 02-07-02, concluyendo que ésta es la doctrina aplicable en
}éﬁanto a la interpretacién-de esta normativa. En otro orden

destacé que también constituye un motivo de agravio el

"apartamlento por parté del érgano administrativo de 1la

jurisprudencia referida, y que se ha interpretado errdéneamente
el articulo 35 de la ley 22.262, entendiendo gque la doctrina

sentada por el superior tribunal deberia ser acatada. Avaléd
esta postura con abundante citas de jurisprudencia. Manifesté
que otro agravio consiste en la errénea interpretacidén que hace
la Comisi6én respecto del articulo 55 de la

g:y vigente en lo
gue refiere a la interrupcién de la prescripc

.

6n, siendo que en
el  caso, ésta sblo puede ser interr?’pida por dos
circunstancias: la denuncia o por la comisin de otro hecho
sancionado por la ley; que no hay otras causales de
”iﬁterrupcién, ni de suspensién en la normativa aplicable. Alegd
'sébre este punto, que los antecedentes que cita la comisidn
cﬁmo interruptivos del plazo de prescripcién lo son con
relacién a conduct@g_distintaa a las aqui investigadas y so?re
las cuales la Comisién aun no se ha expedido, e incluso que en
lgna de  91135 la administracién dispuso el archivo de 1la

denuncia, por lo que la consideracién por parte de la Comisiébn
démgtxas conductas investigadas, distintas a aquellas que aqui

se juzgan, como interruptivas del plazo de prescripcién_atgpﬁan
contfa el principio de inocencia de su mandante. Por altimo
; .efectua una breve reflexién final en la que sintéticamente

reltera los agravios ya referidos, mantenlendo la reserva de

caso federal introducida oportunamente.
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Corrido”ﬁtgaslado a la representante del
Estado Nacional, éste es contestado a fs. 51/56, oportunidad en
quella contrapartgf;por las razones y argumentos que expone,

peticiona que se 'COﬁfir@%wniﬁ_ resolucién administrativa N°
(] Rl |

96/2009 recurrida.. . ' i8Ec

¥ mbsiéﬁhﬂ@o:

.=~ Luego de haberme impuesto detenidamente
de la resolucién en crisis tanto como de los agravios contra
ella expresados y del responde de éstos, tengo por apropiado al
caso efectuar las siguientes precisiones:

; 1.1.- Cdbe ratificar aqui las apreciaciones
de indole general que fueran vertidas en mi voto del Acuerdo N°
182/08 de esta Sala, de  fecha 22 de agosto de 2008, que en
fotocopia luce agregade a fojas 9/11 y vta. de la presente
incidencia. Mas sin perjuicio de éllas, que tuvieron por objeto
enfatizar el derecho con que cuenta todo justiciable a gque una
articulacién de prescripcién de la accibén penal sea tratada sin
dilaciones y aun de oficio, avocado ahora al tratamiento,
digamos, sustancial del asunto, se impone el analisis de
extremos no abordados en aquél pronunciamiénto por cuanto no
era el momento procesal para hacerlo.‘

1.2.- He de destacar entonces gque no
comparto el criterio soatpnido por la Comisién, que puede
leerse a fojas 17 vta. in'Eﬁaa, reiterado en esta sede por la
representacién del Estado Nacional (fs. 54 in fine/55, segin el
cual el principioc de benignidad no constituiria una garantia
constitucional sino meramente legal que el legislador podria
derogar. Porque tal criterio pasa pdr alto, nada menos que, la
reforma constitucional de 1994, a través de 1la cual se
incorporé, con el mismo rango que texto de la ley fundamental,
una serie de instrumentos internacionales gque contienen
claramente el derecho o principio que nos ocupa. Asi lo hacen
el articulo 9 de la Convencién Americana sobre Derechos Humanos
y articulo 15 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y
Politicos.

Observése en tal sentido gque el fallo de la
CSJN en que se ha prétendido basar el aserto de marras, data de
1986, es decir que fesulta anterior a la modificacién
constitucional antes referida,

da, de ‘lo que ha de seguirse,
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necesariamente, que no puede ser tenido en ,cuenta sin mas ante
la referida ampliacién de derechos y,garantias incorporadas a
nuestra Constitucién en el afo 1994

1.3.- Con, todo entiendo gue el trascendente
aspecto a que acabo de hacej éaferencia*en el punto anterior,
no habrad de incidir en. 1a solucmbn?ﬁgue corresponde dar al
presente recurso. Esto por cuanto, af’uonos desde mi punto de
vista, se aplique una ley, la 22. 262, o la otra, la 25.156, se
impone la confirmacién del punto 5° de la Resolucidén que ha
venido en crisis en cuanto rechazé el planteo de preécripcién
articulado por la impugnante.

1.4.- Es que de todos 1los argumentos
expuestos por la Comisién y reiterados en esta sede, que fueran
refutados por la ipelante, considero decisivo aquel que sefiala
a la infraccién juzgada en el principal como de caréacter
continuo o permanente, lo que determina que el cémputo del
plazo de la prescripcién no principie mientras la ilicitud se
sigue consumando. Y esto es asi en funcién del articulo 63 del
Cédigo Penal gque como es sabido reza que “La prescripcién de la
accidén penal empezara a correr desde la medianoche del dia en
que se cometié el delito o, si éste fuese continuo, desde que
cesd de cometerse”. Texto este que, no estéd de mas recordarlo,
se encuentra vigente e inalterado desde_ﬁa sancidén misma de
nuestro Cédigo Penal en el afio 1921.

Ahora bien, dado que como quedara
anticipado la recurrente refutdé el criterio que nos viene
ocupando y enfatizé que de haber mediado un proceder
transgreso;"de su parte éste habria sido instanténeo (fs. 30
vta.), se impone el tratamiento de tal planteo.

En ese rumbo nuestra mejor doctrina en la
materia sostiene que “En el delito permanente o continuc, todos
los actos que tienen por objeto mantener el estado consumativo

presentan una unidad de conducta” (asi Zaffaroni, Bugenio R. y

otros en: “Manual de Derecho Penal, parte general”, FEdiar,

Buenos Aires, segunda edicién, 2006, pagina 674. La bastardilla

es de los autores).
En la misma obra se dice antes que "“.no

siempre la consumacién agota la ejecucién del delito, pues con
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frecuencia la consumacidn fbxgal se distancia del agotamiento
natural, dando lugar a un paxiodo en que el delito esta
consumado paro no ggotad@”"}bégina 645. Aqui también la
bastardllla es de los auﬁores citados}

: Adv1érta$e¢qqpe a la_-lqz de la propia
interpretacion, histérica: o«';utéﬁtica, que de la norma
aplicable hiciera su legislador, cabe desechar la pretensién de
la recurrente segin la cual el accionar de su parte, de haber
existido, habria sido un mero acto de consumacidén instantanea
sin trascendencia ulterior alguna. Porque de haber sido asi la
actividad:?éprechada-nﬁ se habria encontrado atrapada por la
norma de marras, dado que, como se declarara en su Exposicién
de Motivos (ADLA XL-C, 1980, pagina 2525) “.la filosofia que
inspira el r&gi&ea@ es tender a controlar el ‘ejercidio' dai
poder econdémico mas que su formacién..” (el encomillado ‘simple’
es del original citado). ST

: : Asi las cosas interpreto que en este caso:
concreto el bien juridico tutelado por la norma aplicable, sea
esta la ley 22.262 o la 25.156, esto es, la sana competencia

comercial en beneficio del interés general, permaneéeria

afectado po£ la infracci6on reprochada, mas alla de lo que
finalmente pudiera resolver al féapeéto-la autoridad competente
en los términos de los articulos 26 y aigu;entes de la ley
22.262. o

| ' Otra nota gue sefiala la doctrina con
relacién al tipo de infraccién que nos ocupa esta dado pof la

posibilidad del transgresor de cesar en su proceder y revertir

el menoscabo generado, sitnacién que podria darse en el
presente. : e '
1.5.- Frente al aludido y aparente “estado
consumative” de la infraccién reprochada, considero gue el
también constitucional derecho con gue cuenta todo justiciable,
sea de existencia real o ideal, a ser enjuiciado en un lapéb
razonable, cede en casos como el gue nos ocupa. Esto sin
perjuicio de sefialar que seria aconsejable que la
administracién se expidiera siempre con la mayor presteza
posible, a fin de satisfacer el valor previsibilidad que
resulta inherente al trafico juridico. ;
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"Z'QIIthéecﬁéﬁtémente, en funcién “de  las
~razones que hasta aqui he b 1§dado y tal como lo adelantara,
habré de proponer al acuerdo conf;rﬁgx la resolucién venida en

h-
revisién en cuanto fue materia db ‘x@&
,%J,»._.

Es mi voto.

ik

La Dra. Liliana Arri@:_’:i};‘in_g‘-& dijo:

_Lo.inmestigada por la Comisién Nacional de
Defensa de la Competencia y oportunamente imputado a
Cablevisién S.A. y a Multicanal S.A., es el establecimiento de
un acuerdo entre ambas para dividirse el mercado de TV por
cable en la c;udad de Santa Fe, a partir de la escisién-fusién
de vCC producida el 7 de octubre de 1997, disponiendo
~condiciones limitantes a los abonados al servicio de televisién
 ﬁamicil1an1a por cable en esa ciudad, que les impediria cambiar
o elegir libremente a las empresas proveedoras de dicho
servicio con las cuales contratar. Asi!la injzaccién analizada
se encuadré en el art. 1° de la ley 22.262.

: La normativa citada refiere a “los actos o
conductas relaCionaaos con la produccién e intercambio de
bienes y servicios que limiten, restrinjan o distorsionen la
competencia o gque conatituyan abuso de una posicién dominante
}an un mercado, de modo que pueda resultar perjuicio para el
interés econdémico general” (art. 1 de la ley citada). Por otra
parte lai'ley"también define que se entiende por posicién
dominante. De tal manera que puede afirmarse que se trata aqui
de conductas que puedan perjudicar ~alterando el funcionamiento
competitivo del mercado- el interés econémico general.

iy _ Desde ese punto de vista, la restriccién y

”diatorsién de la_ competenc1a a que alude el organismo '@e
control, si bien habria tenido respecto a las investigadas su
origen en un supuesto acuerdo, lo cierto es que la divisidén del
mercado de TV por cable, gque alli se habria acordado es lo que

lmplde en la actualldad la eleccidén libre de los abonados al

=

serv1cio. - De ff-Q manera que estimo se imputa

1aa empresas citadas \la' omisién de

_ ﬁesuntas practicas anticompetltlvas, las qug::o§v;@mente se

”eﬁflenden ‘mas alld de cual pudiera haber sido su origen, que se

dice.ocurriera a partir del dia 7 de octubre del afo 1937, como
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se explicitara al referir la imputacién efectuada a las firmas.
En efecto, no;e;istiria hoy para los abonados o para el publico
en general, ei c?mhio qua eleccidédn de la empresa proveedora de
televisién ' por .ca Agﬁ respectivamente, en los términos

imputados por la autoriﬁid de aplicaciédn.

Por tanto y mas alla de tcual fueéé la ley
que se pudiera aplicar, en atencidén a su mayor benignidad en
relacién al instituto de la prescripcién, concuerdo cok el Dr.
Barbara en que ésta no ha operado. Asi voto.

En mérito al resultado del acuerdo que
antecede,

SE RESUELVE:

Confirmar, en cuanto ha sido materia de recurso, la resolucién
nro. 96/2009 de fecha 14/08/2009 de la Comisién Nacional de
Defensa de la Competencia. Insértese, higase saber vy
oportunamente, devuélvanse las actuaciones administrativas. No

Yos Carrillo por

participa del Acuerdo gque antecede el

encontrarse inhibido.
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